
DECLARACIÓN DE TOLEDO 
 
 
La Federación Iberoamericana de Defensores del Pueblo, Procuradores, Provedores, 
Comisionados y Presidentes de Comisiones Públicas de Derechos Humanos (FIO), reunida en 
el II Congreso en Toledo (España) durante los días 14 a 16 de abril de 1997, tras las sesiones y 
debates celebrados conforme al, contenido de los mismos acuerda efectuar la siguiente 
DECLARACION: 
 
Primera. Los Ombudsman iberoamericanos ven con preocupación que la injusta distribución 
de la riqueza y el pago de la deuda externa van en detrimento de la atención a la deuda social 
interna. En consecuencia, se compromete a jugar un papel primordial de garantía y defensa de 
los derechos económicos, sociales y culturales, en cuanto, en función integradora, permiten la 
realización y ejercicio efectivo de los derechos políticos y civiles en sus respectivos países. 
 
Segunda. Acuerdan incorporar en sus respectivas instituciones un área o sección, en la medida 
de lo posible, que se ocupe de forma específica de los derechos de la mujer, impulsando, tanto 
en su trabajo como en la función de supervisión de la actuación de la Administración, la 
adopción de programas, métodos y enfoques concretos que incidan en las prácticas de 
protección y defensa de los Derechos Humanos. 
 
Tercera. Reafirman como una de las funciones más importantes del Ombudsman 
iberoamericano el fortalecimiento de los derechos de las poblaciones indígenas, su identidad y 
su derecho a la paz, sin imposiciones de ningún tipo, discriminaciones de ninguna clase, ni 
explotaciones económicas u opresiones. 
 
Cuarta. Se comprometen a favorecer el respeto y adopción del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos por parte de los poderes públicos, habida cuenta de que el mismo tiene 
que estar presente en todas las actuaciones que realicen los Ombudsman y, sobre todo, en 
aquellos campos en que el Derecho nacional no tenga una respuesta concreta. 
 
Quinta. Consideran que, dado el carácter fundamental que tiene el derecho a la tutela judicial 
efectiva, todos los Ombudsman deberían estar facultados para abordar la supervisión de las 
disfunciones del servicio público judicial como mediador y persuasor, para que los procesos se 
lleven a cabo sin dilaciones y con el cumplimiento oportuno de las leyes procedimentales. 
 
Sexta. Condenan todo tipo de comportamientos y normas discriminatorias y xenófobas 
respecto a las personas migrantes entre los países, tanto en aquellos que son receptores como 
de tránsito. 
 
Séptima. Adquieren el compromiso de incluir en los programas a desarrollar en las próximas 
reuniones y congresos los temas que se refieren a la atención, protección y cuidado de los 
menores, sobre todo aquellos que se encuentran en especial situación de vulnerabilidad, así 
como las cuestiones que afectan a las personas de la tercera edad en todos los  ámbitos de su 
vida. 



Los Ombudsman iberoamericanos reiteran la importancia que para la defensa de los derechos 
de la infancia y de la juventud entraña la efectiva vigencia de la Convención de Naciones 
Unidas de los derechos del niño, de 20 de noviembre de 1989. 
 
Octava. Repudian enérgicamente toda violación de los derechos fundamentales 
solidarizándose con las personas que sufren secuestro y privación ilegítima de libertad, como 
ocurre con los secuestrados en la Embajada de Japón en Perú y las dos personas que 
actualmente son víctimas en España. 
 
Novena. Ratifican el compromiso de exhortar a aquellos Estados iberoamericanos que aún no 
tengan institucionalizada la figura del Ombudsman a que la establezcan a la mayor brevedad 
posible. Instan igualmente a los que la han creado a que le den operatividad. Finalmente, 
apoyan los esfuerzos del Defensor del Pueblo de Mérida (Venezuela) ante la situación de 
inseguridad jurídica que afecta a su institución. 
 
Décima. Elevan a la consideración de los Jefes de Estado y de Gobierno que conforman la 
Conferencia Iberoamericana para que en su próxima Cumbre, en la Isla de Margarita 
(Venezuela), continúen apoyando a los Defensores del Pueblo, Procuradores, Provedores, 
Comisionados y Presidentes de Comisiones Públicas de Derechos Humanos, e impulsen la 
creación de estas instituciones en la Comunidad Iberoamericana. 
 
 


